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Recurso de Apelación 225/2017 

Recurrente: 
Recurrido: 
SENTENCIA Nº 667/2017  

Presidente:

D./Dña. Mª DEL CAMINO VÁZQUEZ CASTELLANOS 

Magistrados:

D./Dña. MIGUEL ANGEL GARCÍA ALONSO

D./Dña. RAFAEL VILLAFAÑEZ GALLEGO

D./Dña. ANA RUFZ REY 

En Madrid a  16 de noviembre de 2017.
           Visto el presente recurso de apelación, seguido ante esta Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, contra la sentencia de fecha  05/12/16, dictada, en el procedimiento ordinario 340/2015, por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo Nº 23 de Madrid, en el que ha sido parte actora , y ahora apelada D,  y demandada, y ahora apelante, el … representada por el LETRADO DE COMUNIDAD AUTÓNOMA y la codemandada, y ahora apelada, turnándose la ponencia a la Ilma. Sra. Dña. ANA RUFZ REY, quien expresa el parecer de la Sala.

                                       
ANTECEDENTES  DE HECHO





PRIMERO.- Contra la sentencia referida  ut supra se interpuso  recurso de apelación mediante escrito presentado en plazo en mérito a las alegaciones que en tal escrito se contienen y que son dadas aquí por reproducidas en aras de la brevedad. Admitido el mismo, se dio a los autos legal curso en sede de Instancia, con traslado a la demandada que lo impugno.  

SEGUNDO.- Por providencia se acordó remitir las actuaciones a esta Sala.

TERCERO.- En la tramitación del presente recurso de apelación se han observado todas las prescripciones legales, salvo determinados plazos procesales, por acumulación de asuntos ante la Sala; habiéndose señalado para votación y fallo el día 15 de noviembre de 2017, en el que, efectivamente, se ha deliberado, votado y fallado.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

PRIMERO.- El presente recurso de apelación se interpone contra la Sentencia dictada por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo número 23 de Madrid y su provincia, en fecha 5 de diciembre de 2016, en el marco del Procedimiento Ordinario 340/2015, cuya parte dispositiva es del tenor literal siguiente: 

“1.-  Estimar parcialmente el recurso contencioso-administrativo interpuesto contra la Orden de 12 de febrero de 2015 y la de 27 de mayo de 2015 que desestima el recurso de reposición interpuesto contra la primera y que desestiman la reclamación de responsabilidad patrimonial derivada de la Asistencia sanitaria prestada en el Centro de Especialidades y como consecuencia de la estimación parcial se reconoce el derecho a ser indemnizada en la cuantía de 11.253,96 euros más los intereses legales correspondientes.

2.- Desestimar la demanda en todo lo que no sea la estimación parcial indicada.

3.- No se hace expresa imposición de las costas devengadas en el presente proceso.”


Se recurre en el pleito principal la resolución, de 27 de mayo de 2015, , desestimatoria del recurso de reposición formulado frente a la de fecha 12 de febrero de 2015 mediante la que se desestima la reclamación de responsabilidad patrimonial instada por la recurrente, aquí apelada, Dª. solicitando indemnización por razón de los daños derivados de la asistencia sanitaria recibida en el Centro de Especialidades .
Recaída sentencia parcialmente estimatoria en los términos anteriormente apuntados, la Administración demandada formula recurso de apelación solicitando su revocación y el dictado de una nueva que confirme la resolución administrativa impugnada.

La parte actora formula oposición al recurso de apelación, alega la concurrencia de causa de inadmisión por razón de cuantía y, en todo caso, solicita la confirmación de la Sentencia impugnada.

SEGUNDO.- El artículo 80.1.b) de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa (LJCA) dispone que son apelables en un solo efecto los autos dictados por los Juzgados de lo Contencioso-administrativo, en procesos de los que conozcan en primera instancia, en el caso de los recaídos en ejecución de sentencia.

De otro lado, según el artículo 81.1.a), no serán susceptibles de recurso de apelación las sentencias dictadas por los Juzgados de lo Contencioso-Administrativo en los asuntos cuya cuantía no exceda de 30.000 euros.

La Comunidad ha interpuesto recurso de apelación contra la Sentencia de instancia argumentando que se trata de un supuesto de cuantía indeterminada. De contrario, la parte actora, aquí apelada, sostiene que el interés económico del pleito es de 11.253,96 euros, por lo que la Sentencia no es susceptible de apelación.

El artículo 41 de la LJCA previene:

“1. La cuantía del recurso contencioso-administrativo vendrá determinada por el valor económico de la pretensión objeto del mismo.

2. Cuando existan varios demandantes, se atenderá al valor económico de la pretensión deducida por cada uno de ellos, y no a la suma de todos.

3. En los supuestos de acumulación o de ampliación, la cuantía vendrá determinada por la suma del valor económico de las pretensiones objeto de aquéllas, pero no comunicará a las de cuantía inferior la posibilidad de casación o apelación”.

Así pues, cualquiera que sea la cuestión de fondo, la cuantía para acceder a la apelación ha de venir siempre referida al valor económico de la pretensión objeto del recurso. 

TERCERO.- Siguiendo con lo expuesto en el fundamento anterior, en el supuesto que nos ocupa la parte apelante es la Administración inicialmente demandada, por lo que la cuantía de su pretensión viene determinada por el pronunciamiento parcialmente estimatorio de la Sentencia impugnada que, tal como se ha indicado, reconoce el derecho de la recurrente a ser indemnizada en la suma de 11.253,96 euros más los intereses legales correspondientes.

El hecho de que el importe de la indemnización deba ser incrementado con los precitados intereses no permite que sea considerada como indeterminada, pues es claramente determinable con la certeza que proporciona el hecho de que deba aplicarse, precisamente, el tipo del interés legal del dinero. A lo que debe añadirse que, incluso con los intereses, la cuantía total de indemnización no supera el umbral de 30.000 euros.

Por consiguiente, siendo claro que la cuantía viene determinada por el valor económico de la pretensión, a tenor de las previsiones del artículo 41.1 de la LJCA, y que en este caso la misma debe contraerse a las reseñada suma impugnada sin que concurra circunstancia alguna que justifique su consideración como indeterminada y sin que supere el límite legal de acceso a la apelación, deviene incuestionable, de conformidad con los artículos 80.1.b) y 81.1.a) de la LJCA, la inadmisibilidad del presente recurso de apelación, que procede declarar en la presente resolución.

Por último, deben traerse a colación las siguientes consideraciones:

a) Ha de estarse a la cuantía de la pretensión objeto del recurso, que en este caso se limita a la suma reconocida como indemnización en la Sentencia de instancia, y no al montante total de la indemnización solicitada por la parte actora y discutida en el pleito principal.

b) Esta conclusión es del todo respetuosa con el derecho a la tutela judicial efectiva, que no puede invocarse para crear recursos allí donde el ordenamiento jurídico los excluye, como es el caso, y, en tal sentido, la STC 37/1995, de 7 de febrero de 1995, señaló (fundamento jurídico 5) que: "El acceso a la justicia como elemento esencial del contenido de la tutela judicial, consistente en provocar la actividad jurisdiccional que desemboque en la decisión de un Juez (STC 19/1981). En este acceso, o entrada, funciona con toda su intensidad el principio pro actione que, sin embargo, ha de ser matizado cuando se trata de los siguientes grados procesales que, eventualmente puedan configurarse. El derecho a poder dirigirse a un Juez en busca de protección para hacer valer el derecho de cada quien, tiene naturaleza constitucional por nacer directamente de la propia Ley suprema. En cambio, que se revise la respuesta judicial, meollo de la tutela, que muy bien pudiera agotarse en sí misma, es un derecho cuya configuración se defiere a las leyes. Son, por tanto, cualitativa y cuantitativamente distintos. El sistema de recursos se incorpora a la tutela judicial en la configuración que le dé cada una de esas leyes de enjuiciamiento reguladoras de los diferentes órdenes jurisdiccionales, sin que ni siquiera exista un derecho constitucional a disponer de tales medios de impugnación, siendo imaginable, posible y real la eventualidad de que no existan, salvo en lo penal (SSTC 140/1985, 37/1988 y 106/1988). No puede encontrarse en la Constitución ninguna norma o principio que imponga la necesidad de una doble instancia o de unos determinados recursos, siendo posible en abstracto su inexistencia o condicionar su admisibilidad al cumplimiento de ciertos requisitos. El establecimiento y regulación, en esta materia, pertenece al ámbito de libertad del legislador (STC 3/1983)".

CUARTO.- Es obligada, en consecuencia, la declaración de inadmisibilidad del presente recurso de apelación. 

Conforme a lo dispuesto en el artículo 139.2 de la Ley 29/1998 reguladora de esta Jurisdicción, las costas procesales se impondrán al recurrente en la segunda instancia si se desestima totalmente el recurso, salvo que el órgano jurisdiccional, razonándolo debidamente, aprecie la concurrencia de circunstancias que justifiquen su no imposición. Se recoge de esta forma el principio del vencimiento mitigado, que aquí debe conducir a la no imposición de costas habida cuenta que en la Sentencia de instancia se incluyó el pie de recursos. 

Por lo expuesto, en nombre de S.M. el Rey y en el ejercicio de la potestad que, emanada del pueblo español, nos confiere la Constitución

FALLAMOS


PRIMERO.- DECLARAMOS LA INADMISIBILIDAD del recurso de apelación interpuesto contra la Sentencia dictada por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo número 23 de Madrid y su provincia, en fecha 5 de diciembre de 2016, en el marco del Procedimiento Ordinario 340/2015, por los fundamentos que se desprenden de la presente Sentencia; resolución de instancia que se declara firme.


SEGUNDO.- NO EFECTUAMOS pronunciamiento impositivo de las costas procesales causadas en esta instancia.

Así por esta nuestra sentencia, de la que se llevará testimonio literal al rollo principal de la apelación, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.

La presente sentencia es susceptible de recurso de casación, que deberá prepararse ante esta Sala en el plazo de treinta días, contados desde el siguiente al de su notificación, acreditándose en el escrito de preparación del recurso el cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 89.2 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, con justificación del interés casacional objetivo que presente. Previa constitución del depósito previsto en la Disposición Adicional Decimoquinta de la Ley Orgánica del Poder Judicial, bajo apercibimiento de no tener por preparado el recurso.

Así por esta nuestra Sentencia, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.



PUBLICACIÓN.- Leída y publicada ha sido la anterior sentencia por el/la Ilmo/a. Sr/a. Magistrado/a Ponente D./Dña. ANA RUFZ REY, estando la Sala celebrando audiencia pública en el día 21/11/17, de lo que, como Letrado/a de la Administración de Justicia, certifico.
NOTA: Siendo aplicable la Ley Orgánica 15/99 de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, y los artículos 236 bis y siguientes de la Ley Orgánica del Poder Judicial, los datos contenidos en esta comunicación y en la documentación adjunta son confidenciales, quedando prohibida su transmisión o comunicación pública por cualquier medio o procedimiento, debiendo ser tratados exclusivamente para los fines propios de la Administración de Justicia, sin perjuicio de las competencias del Consejo General del Poder Judicial previstas en el artículo 560.1.10 de la LOPJ.
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